
Partes en el procedimiento principal

Demandantes: MH, NI

Demandadas: OJ, Novo Banco, S. A.

Fallo

El artículo 3, apartado 1, párrafos primero y cuarto, del Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de mayo de 2015, sobre procedimientos de insolvencia, debe interpretarse en el sentido de que la presunción que 
establece para determinar la competencia internacional a efectos de la apertura de un procedimiento de insolvencia —según 
la cual el centro de intereses principales de un particular que no ejerce una actividad mercantil o profesional independiente 
es su residencia habitual— no se destruye por el mero hecho de que el único bien inmueble de esa persona esté situado 
fuera del Estado miembro en el que reside habitualmente. 

(1) DO C 206 de 17.6.2019.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Sexta) de 16 de julio de 2020 (petición de decisión prejudicial 
planteada por el Tribunale Amministrativo Regionale per il Lazio — Italia) — WWF Italia o.n.l.u.s., y 

otros / Presidenza del Consiglio dei Ministri, Azienda Nazionale Autonoma Strade SpA (ANAS)

(Asunto C-411/19) (1)

(Procedimiento prejudicial — Medio ambiente — Directiva 92/43/CEE — Artículo 6 — Conservación de 
los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres — Zonas especiales de conservación — Realización de 

un tramo de carretera — Evaluación de las repercusiones de ese proyecto en la zona especial de 
conservación afectada — Autorización — Razones imperiosas de interés público de primer orden)

(2020/C 297/22)

Lengua de procedimiento: italiano

Órgano jurisdiccional remitente

Tribunale Amministrativo Regionale per il Lazio

Partes en el procedimiento principal

Demandantes: WWF Italia o.n.l.u.s., Lega Italiana Protezione Uccelli o.n.l.u.s., Gruppo di Intervento Giuridico o.n.l.u.s., Italia 
Nostra o.n.l.u.s., Forum Ambientalista, FC y otros

Demandadas: Presidenza del Consiglio dei Ministri, Azienda Nazionale Autonoma Strade SpA (ANAS)

Fallo

1) El artículo 6 de la Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats 
naturales y de la fauna y flora silvestres, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional 
que permite continuar, por razones imperiosas de interés público de primer orden, el procedimiento de autorización de 
un plan o proyecto cuyas repercusiones en una zona especial de conservación no puedan atenuarse y sobre el cual la 
autoridad pública competente ya ha emitido un dictamen negativo, a menos que exista una solución alternativa que 
conlleve menores inconvenientes para la integridad de la zona afectada, lo que incumbe comprobar al órgano 
jurisdiccional remitente.

2) Cuando un plan o un proyecto ha sido objeto, con arreglo al artículo 6, apartado 3, de la Directiva 92/43, de una 
evaluación desfavorable de sus repercusiones en una zona especial de conservación y, no obstante, el Estado miembro ha 
decidido, en virtud del apartado 4 de dicho artículo, realizarlo por razones imperiosas de interés público de primer 
orden, el artículo 6 de dicha Directiva debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que 
permite que, tras su evaluación desfavorable de conformidad con el apartado 3 de dicho artículo y antes de su adopción 
definitiva en aplicación del apartado 4 del citado artículo, ese plan o proyecto se complete con medidas de mitigación de 
sus repercusiones en esa zona y que se continúe la evaluación de las mencionadas repercusiones. En cambio, el artículo 6 
de la Directiva 92/43 no se opone, en el mismo supuesto, a una normativa que permite definir las medidas de 
compensación en el marco de la misma decisión, siempre que también se cumplan los demás requisitos de aplicación del 
artículo 6, apartado 4, de dicha Directiva.
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3) La Directiva 92/43 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa que prevé que la entidad que ha 
presentado el proyecto realice un estudio de las repercusiones del plan o del proyecto en cuestión en la zona especial de 
conservación de que se trate, sobre cuya base la autoridad competente procede a la evaluación de dichas repercusiones. 
En cambio, dicha Directiva se opone a una normativa que permite encargar a la citada entidad la inclusión, en el plan o 
proyecto definitivo, de prescripciones, observaciones y recomendaciones de carácter paisajístico y medioambiental, 
después de que este haya sido objeto de una evaluación negativa por parte de la autoridad competente, sin que el plan o 
el proyecto así modificado deba ser objeto de una nueva evaluación por dicha autoridad.

4) La Directiva 92/43 debe interpretarse en el sentido de que, si bien deja a los Estados miembros que designen cuál es la 
autoridad competente para evaluar las repercusiones de un plan o de un proyecto en una zona especial de conservación 
respetando los criterios enunciados por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, se opone, en cambio, a que cualquier 
autoridad continúe o complete dicha evaluación una vez realizada esta.

(1) DO C 328 de 30.9.2019.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Sexta) de 16 de julio de 2020 (petición de decisión prejudicial 
planteada por la Curtea de Apel Bucureşti — Rumanía) — Cabinet de avocat UR / Administraţia 

Sector 3 a Finanţelor Publice prin Direcţia Generală Regională a Finanţelor Publice Bucureşti, 
Administraţia Sector 3 a Finanţelor Publice, MJ y NK

(Asunto C-424/19) (1)

[Procedimiento prejudicial — Directiva 2006/112/CE — Impuesto sobre el valor añadido (IVA) — 
Artículo 9, apartado 1 — Concepto de «sujeto pasivo» — Persona que ejerce la profesión de abogado — 
Resolución judicial firme — Principio de fuerza de cosa juzgada — Alcance de este principio en el caso de 

que dicha resolución sea incompatible con el Derecho de la Unión]

(2020/C 297/23)

Lengua de procedimiento: rumano

Órgano jurisdiccional remitente

Curtea de Apel Bucureşti

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Cabinet de avocat UR

Demandadas: Administraţia Sector 3 a Finanţelor Publice prin Direcţia Generală Regională a Finanţelor Publice Bucureşti, 
Administraţia Sector 3 a Finanţelor Publice, MJ y NK

Fallo

1) El artículo 9, apartado 1, de la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema 
común del impuesto sobre el valor añadido, debe interpretarse en el sentido de que una persona que ejerce la profesión 
de abogado debe considerarse «sujeto pasivo» en el sentido de la disposición mencionada.

2) El Derecho de la Unión se opone a que, en un litigio relativo al impuesto sobre el valor añadido (IVA), un órgano 
jurisdiccional nacional aplique el principio de fuerza de cosa juzgada cuando dicho litigio no se refiera a un período 
impositivo idéntico al que fue objeto del litigio que dio lugar a la resolución judicial revestida de esa fuerza de cosa 
juzgada, ni tenga el mismo objeto que este, y la aplicación de ese principio impida que el mencionado órgano 
jurisdiccional tome en consideración la normativa de la Unión en materia de IVA.

(1) DO C 288 de 26.8.2019.
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